[image: image1.jpg]Comisién
Interamericana de
Derechos Humanos




8
6

INFORME No. 29/12
PETICIÓN 12.202
INADMISIBILIDAD

SINDICATO DE DOCENTES ORDINARIOS DE LA 
UNIVERSIDAD NACIONAL JOSÉ FAUSTINO SÁNCHEZ CARRIÓN 
PERÚ
20 de marzo de 2012
I. RESUMEN

1. El 13 de noviembre de 1998 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante “la Comisión”, “la CIDH” o “la Comisión Interamericana”) recibió una petición presentada por el Sindicato de Docentes Ordinarios de la Universidad Nacional José Faustino Sánchez Carrión (en adelante también “los peticionarios”), a favor de los trabajadores afiliados a dicha entidad sindical (en adelante “las presuntas víctimas”), en la cual se alegó la responsabilidad de la República del Perú (en adelante “Perú”, “el Estado peruano” o “el Estado”) por la violación a derechos protegidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención” o “la Convención Americana”). El peticionario alegó que en agosto de 1998 la Universidad Nacional José Faustino Sánchez Carrión cesó las presuntas víctimas de sus cargos, sin observar los procedimientos establecidos en la legislación pertinente. Afirmó que esa decisión se basó en un proceso de evaluación de docentes, consistente en el cese de aquellos trabajadores que no obtuviesen un puntaje mínimo. El peticionario manifestó que tras obtener una decisión judicial favorable en un proceso de amparo y ser reincorporadas en sus cargos como docentes, las presuntas víctimas fueron nuevamente sometidas a un proceso de evaluación. Indicó que el 10 de abril de 1999 la referida universidad volvió a cesar las presuntas víctimas, bajo el argumento de que el número de docentes ordinarios excedía el establecido en el cuadro de personal. Añadió que con el fin del gobierno de Alberto Fujimori y la transición hacia la democracia, el Congreso de la República dictó la Ley No. 27437 el 17 de marzo de 2001, a través de la cual se dejaron sin efectos los ceses de docentes realizados en el marco de los procesos de reorganización universitaria. Finalmente, el peticionario argumentó que si bien las presuntas víctimas fueron reincorporadas a sus puestos de trabajo a comienzos de 2001, el Estado no les ha abonado los sueldos y beneficios sociales dejados de percibir durante el período en el que permanecieron desvinculadas de la Universidad.
2. En sus comunicaciones iniciales el Estado sostuvo que el cese de las presuntas víctimas se llevó a cabo de conformidad con las normas vigentes en ese momento. Alegó que el Poder Judicial desestimó las demandas judiciales deducidas por las presuntas víctimas y que la mayoría de ellas ni siquiera había impugnado el cese de la Universidad Nacional José Faustino Sánchez Carrión ante el Poder Judicial. En ese sentido, sostuvo que la petición debe ser declarada inadmisible por incumplimiento del requisito de agotamiento previo de los recursos internos previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención. En sus escritos más recientes Perú argumentó que la petición permaneció sin actividad procesal por más de 11 años, por lo cual solicitó que la CIDH declare su archivo, en los términos del artículo 48.1.b) de la Convención. 
3. Tras analizar la posición de las partes, la Comisión concluyó que es competente para conocer el reclamo, pero que el mismo es inadmisible por incumplimiento del requisito previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención Americana, debido a que las presuntas víctimas no interpusieron recursos judiciales respecto del pago de sueldos y beneficios dejados de percibir. La Comisión decidió notificar el presente Informe de Inadmisibilidad a las partes, hacerlo público e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.
II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. El 13 de noviembre de 1998 la CIDH recibió la petición, la cual fue registrada bajo el número 12.202. El 5 de agosto de 1999 el peticionario remitió información adicional. El 27 de agosto del mismo año esa documentación fue trasladada al Estado, otorgándosele el plazo de 90 días para que presentara respuesta, de conformidad con el Reglamento de la CIDH entonces vigente. 
5. El Estado presentó su respuesta mediante notas recibidas el 24 y el 30 de noviembre de 1999. El peticionario presentó observaciones el 3 de agosto de 2000. El 2 de mayo de 2011 la CIDH solicitó información actualizada al peticionario y advirtió que de no recibir respuesta podría considerar el archivo de la denuncia, de conformidad con el artículo 48.1.b) de la Convención. Con posterioridad a esa fecha el Estado remitió observaciones el 26 de mayo de 2011 y el peticionario presentó observaciones el 1 de septiembre de 2011.
6. El 5 de diciembre de 2011 la CIDH solicitó información actualizada al peticionario, quien presentó una comunicación el 20 de enero de 2012. A su vez, el Estado presentó un escrito adicional el 13 de diciembre de 2011.
III. POSICIÓN DE LAS PARTES

A. El peticionario

7. Afirmó que por medio de la Ley 26855 de 5 de septiembre de 1997 la Universidad Nacional José Faustino Sánchez Carrión (en adelante también “UNJFSC”) fue declarada en proceso de reorganización universitaria, regulado por las Leyes Nos. 26457 y 26614. Señaló que en aplicación de dichas leyes, la Comisión Reorganizadora de la mencionada universidad aprobó la Resolución No. 416-98-UH, reglamentando la evaluación y ratificación de docentes. Se alegó que dicho reglamento es contrario al Estatuto de la Universidad y a la Ley No. 23733 (Ley Universitaria) y que incorporó como causa de cese la excedencia de docentes ordinarios, mientras que la Ley 26457 establecía como causal únicamente la no-aprobación en el proceso de evaluación. Se indicó asimismo que el Decreto Ley No. 26093 facultó a la Administración Pública cesar a los servidores del Estado como consecuencia de una evaluación de personal, contrariando con ello el derecho a la estabilidad laboral protegido en el Decreto Legislativo No. 276 (Ley de Bases de la Carrera Administrativa y de Remuneraciones del Sector Público).
8. El peticionario afirmó que por medio de la Resolución Rectoral No. 576-98-UH de 13 de agosto de 1998 el presidente de la Comisión Reorganizadora de la UNJFSC, señor Leoncio Ruiz Ríos, cesó a 256 docentes ordinarios, es decir, sin el grado de maestro o doctor. Se indicó que el despido fue justificado en una presunta excedencia de docentes. Se adujo que las presuntas víctimas y sus familias enfrentaron una grave situación económica debido a raíz del cese y consiguiente ausencia de ingresos económicos.
9. Según lo alegado, las presuntas víctimas interpusieron demandas de amparo contra la Resolución Rectoral No. 576-98-UH, obteniendo decisiones favorables por parte del Poder Judicial. Sin embargo, se indicó que un mes después de haber sido reincorporados en sus cargos como docentes, el señor Leoncio Ruiz Ríos dispuso la realización de un nuevo proceso de evaluación y, a través de la Resolución Rectoral No. 241-99-UH del 10 de abril de 1999, ordenó un segundo cese de las presuntas víctimas en sus cargos, nuevamente por la causal de excedencia. Se alegó que el nuevo cese adolece de los mismos vicios del primer proceso de evaluación, aplicándose normas expresamente contrarias al Estatuto de la Universidad y a la Ley Universitaria. Manifestó que la evaluación se basó exclusivamente en la revisión del legajo personal de los docentes, y no así en un examen de mérito y que las presuntas víctimas no pudieron estar presente en la evaluación ni impugnar en sede administrativa su resultado, todo lo cual sería contrario al Estatuto de la Universidad.
10. El peticionario afirmó que el segundo cese, derivado de la Resolución Rectoral No. 241-99-UH, fue impugnado por medio de demandas de amparo, las cuales habrían sido decididas desfavorablemente. El peticionario no presentó información detallada sobre tales demandas y las decisiones judiciales en torno a ellas.
11. Mediante comunicación recibida por la CIDH el 1 de septiembre de 2011 el peticionario indicó que el 17 de marzo de 2001 se publicó en el Diario Oficial El Peruano la Ley No. 27437, la cual ordenó “la reincorporación de los docentes que fueron separados o cesados como consecuencia de los procesos de evaluación ejecutados durante la gestión de Comisiones Reorganizadoras…” Según la información presentada por el peticionario, el 29 de marzo de 2001 el Comité Transitorio de Gobierno de la UNJFSC dictó la Resolución Rectoral No. 384-2001-CTG-UH, disponiendo inter alia, reincorporar con todos sus derechos a las presuntas víctimas.
12. La información presentada indica que las presuntas víctimas solicitaron a la UNJFSC el pago de sueldos y beneficios sociales dejados de percibir durante el período en el que estuvieron cesadas. Esa información indica que el 28 de septiembre de 2001 la citada universidad dictó la Resolución Rectoral No. 500-2001-UH, resolviendo lo siguiente:

Artículo 1º.- Autorizar el inicio de las gestiones administrativas necesarias, orientadas a lograr la asignación presupuestal necesaria para lograr el abono de las remuneraciones devengadas y demás beneficios dejados de percibir por los Profesores y Trabajadores Administrativos Universitarios que fueron cesados por la Comisión Reorganizadora de la Universidad que han sido Reincorporados con Resolución Rectoral Nº 384-2001-CTG-UH y 385-CTG-UH en aplicación de la Ley Nº 27437.

Artículo 2º.- Encargar a la Oficina de Planificación y Presupuesto y a la Oficina de Economía de la Universidad para que ejecuten las gestiones pertinentes ante el Ministerio de Economía y Finanzas para lograr la asignación, aprobación, programación y pago de las remuneraciones devengadas y demás beneficios de los profesores y trabajadores administrativos universitarios.

13. Según lo alegado por el peticionario, el 12 de septiembre de 2002 la Asamblea Universitaria de la UNJFSC dictó la Resolución No. 006-2002-AU, ratificando la vigencia de la citada Resolución Rectoral No. 500-2001-UH.

14. El peticionario señaló que si bien la reincorporación de las presuntas víctimas se materializó a comienzos del año 2001, el Estado peruano no habría abonado sus haberes dejados de percibir durante el tiempo en el que duró el cese ni el pago de una indemnización por los daños y perjuicios de los que habrían sido objeto. Añadió que otros trabajadores cesados durante el gobierno de Alberto Fujimori y reincorporados en sus cargos en gobiernos posteriores, habrían recibido los sueldos y beneficios sociales devengados, con lo cual existiría una diferencia de trato injustificada en perjuicio de las presuntas víctimas en el presente caso. En ese sentido, requirió a la CIDH que recomiende al Estado peruano abonar los haberes de las presuntas víctimas dejados de percibir por el período en el que estuvieron desvinculadas de sus cargos como docentes de la UNJFSC.
15. El 5 de diciembre de 2011 la CIDH solicitó información actualizada al peticionario sobre los recursos judiciales eventualmente interpuestos con relación a la pretensión relacionada con los sueldos y beneficios dejados de percibir por el período en el que las presuntas víctimas estuvieron desvinculadas de la UNJSG. Al respecto, el peticionario proporcionó la copia de decisiones dictadas por el Tribunal Constitucional en torno a acciones de amparo deducidas por cuatro presuntas víctimas. La información presentada indica que las demandas de amparo tenían por objeto dejar sin efecto la Resolución Rectoral No. 241-99-UH del 10 de abril de 1999, por medio de la cual se ordenaba un segundo cese de las presuntas víctimas en sus cargos. El peticionario presentó asimismo un listado con el nombre de 26 presuntas víctimas, número de expediente de acciones de amparo y juzgados civiles de Lima en los que fueron interpuestas. Según lo informado, tales demandas fueron presentadas en 1999 y tenían el mismo objeto de las otras cuatro demandas de amparo previamente mencionadas, es decir, la reincorporación en sus puestos de trabajo.
16. Finalmente, aunque el peticionario indicó que las acciones de amparo presentadas por 26 presuntas víctimas a lo largo de 1999 requerían la inaplicabilidad de la Resolución Rectoral No. 241-99-UH, no ha informado sobre la eventual presentación de algún recurso judicial con posterioridad a la adopción de la Ley No. 27437 del 17 de marzo de 2001.
B. El Estado
17. Afirmó que a la luz de las leyes que regulaban el proceso de reorganización de la UNJFSC, el 19 de noviembre de 1997 el Poder Ejecutivo dictó la Resolución Suprema No. 596-97-PCM, nombrando una Comisión Reorganizadora para que “asuma las funciones de gobierno, dirección, gestión y administración de la universidad, presidida por el doctor Leoncio Ruiz Ríos”. Indicó que tras realizarse el proceso de evaluación de los docentes, la Comisión Reorganizadora dictó la Resolución Rectoral No. 576-98-UH, el 13 de agosto de 1998, en la cual acordó la no ratificación y el cese de los docentes “que no superaron satisfactoriamente o no se presentaron al proceso de evaluación”.
18. Perú señaló que en cumplimiento de sentencias recaídas en acciones de amparo formuladas por las presuntas víctimas, la Comisión Reorganizadora dictó, el 24 de febrero de 1999, la Resolución Rectoral No. 131-99-UH, disponiendo la insubsistencia del proceso de evaluación y la realización de un nuevo proceso de evaluación y selección de personal docente, en base a un nuevo reglamento. Manifestó que luego de realizarse el nuevo proceso, el 31 de marzo de 1999 se dictó la Resolución Rectoral No. 241-99-UH, mediante la cual se cesaron a varios docentes, incluyendo las presuntas víctimas, “sea por carecer de grado académico de Magíster o Doctor o por no haber alcanzado el puntaje mínimo requerido”. 
19. En comunicaciones recibidas por la CIDH el 24 y el 30 de noviembre de 1999, el Estado alegó que las presuntas víctimas habían presentado un total de nueve acciones de amparo contra los efectos de la Resolución Rectoral No. 241-99-UH. Señaló que tales acciones habían sido desestimadas por la Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima y que se encontraban pendientes de una decisión definitiva por parte Tribunal Constitucional. Resaltó que la petición fue firmada por 79 docentes, pero que 23 no habían interpuesto acciones de amparo. Al respecto, manifestó que la petición debe ser declarada inadmisible por falta de agotamiento de los recursos de la jurisdicción interna.
20. El Estado sostuvo que el peticionario no había dado ningún tipo de impulso procesal a la denuncia por más de 11 años, por lo cual solicitó que la CIDH declare su archivo, en los términos del artículo 48.1.b) de la Convención.
IV. ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD

A. Competencia de la Comisión ratione personae, ratione materiae, ratione temporis y ratione loci
21. El peticionario se encuentra facultado por el artículo 44 de la Convención Americana para presentar peticiones ante la Comisión. La petición señala como presuntas víctimas a personas naturales, respecto a quienes el Estado peruano se comprometió a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención. Por su parte, Perú ratificó la Convención Americana el 28 de julio de 1978. En consecuencia, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar el reclamo.

22. La Comisión tiene competencia ratione materiae y ratione loci, por cuanto en la petición se alegan violaciones de derechos protegidos en la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte de dicho tratado.

23. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione temporis pues la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos por la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición. 

B. Agotamiento de los recursos internos

24. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tengan la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional. 

25. La presente petición se refiere a alegadas violaciones a la Convención Americana a raíz de una alegada ausencia de pagos de sueldos y beneficios sociales que las presuntas víctimas habrían dejado de percibir entre abril de 1999 y marzo de 2001. El 5 de diciembre de 2011 la CIDH solicitó información actualizada al peticionario sobre: 
el resultado de las acciones judiciales que las presuntas víctimas hubieren interpuesto con relación a la alegada ausencia de pago de sueldos y beneficios sociales durante el período en el que estuvieron desvinculadas de sus cargos como docentes de la Universidad Nacional Faustino Sánchez Carrión. De no haberse formulado una acción judicial al respecto, favor explicar las razones.

26. Mediante una comunicación recibida el 20 de enero de 2012 el peticionario remitió la copia de los actuados de cuatro acciones de amparo e informó que un total de 26 presuntas víctimas habían deducido la misma acción con el propósito de dejar sin efecto la Resolución Rectoral No. 241-99-UH de 10 de abril de 1999. Dicha resolución había dispuesto el cese de las presuntas víctimas como docentes de la Universidad Nacional José Faustino Sánchez Carrión. Según el peticionario, al formular las acciones de amparo en el año 1999 las presuntas víctimas solicitaron la reincorporación a sus puestos de trabajo y el pago de sueldos y beneficios dejados de percibir.
27. Si bien el peticionario manifestó que las presuntas víctimas requirieron judicialmente el pago de sueldos y beneficios caídos a través de acciones de amparo, tales acciones guardan relación con la inaplicabilidad de la resolución rectoral que ordenaba su cese. La CIDH observa que tales demandas fueron declaradas improcedentes por el Tribunal Constitucional, bajo el fundamento de que el cese de la Universidad Nacional José Faustino Sánchez Carrión en abril de 1999 se ajustaba a las normas vigentes y sin que se haya demostrado la afectación de un derecho constitucional en perjuicio de los accionantes. 

28. La información aportada por las partes indica que las presuntas víctimas fueron reincorporadas por mandato de la Ley No. 27437 de 17 de marzo de 2001, la cual dejó sin efecto los ceses de docentes afectados por las leyes y decretos de reorganización universitaria durante el gobierno de Alberto Fujimori. Esa información indica asimismo que tras la reincorporación de las presuntas víctimas, éstas presentaron solicitudes administrativas a la Universidad José Faustino Sánchez Carrión para que se les abonasen los sueldos y beneficios sociales dejados de percibir por el término de dos años, mientras permanecieron cesadas. En atención a esa solicitud, el 28 de septiembre de 2001 la citada universidad dictó la Resolución Rectoral No. 500-2001-UH, autorizando el inicio de las gestiones administrativas orientadas a lograr la asignación presupuestal para el abono de las remuneraciones y beneficios devengados. El peticionario no presentó información sobre los recursos judiciales eventualmente interpuestos para obtener el cumplimiento de la Resolución Rectoral No. 500-2001-UH y tampoco informó sobre la existencia de otro tipo de gestión con posterioridad a la adopción de la Ley No. 27437 de 17 de marzo de 2001.
29. En vista de lo anterior, la CIDH considera que las acciones de amparo formuladas por 26 presuntas víctimas a lo largo del año 1999 se basó en una situación jurídica que fue posteriormente modificada por la Ley No. 27437. Ante la ausencia de alegatos o información en el expediente que indique la presentación de recursos judiciales dirigidos a obtener el pago de sueldos y beneficios sociales devengados, la Comisión considera que la pretensión del peticionario que subsiste ante esa instancia internacional no satisface el requisito previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención Americana.

30. La Comisión se abstiene, por sustracción de materia, de examinar los demás requisitos de admisibilidad previstos en la Convención
.
V. CONCLUSIONES
31. Con fundamento en los argumentos de hecho y de derecho antes expuestos, la Comisión considera que la petición es inadmisible por incumplimiento del requisito establecido en el artículo 46.1.a) de la Convención Americana, y en consecuencia,
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

1. Declarar inadmisible la presente petición por incumplimiento del requisito previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención Americana.
2. Notificar esta decisión al Estado y al peticionario.

3. Publicar esta decisión e incluirla en su Informe Anual, a ser presentado a la Asamblea General de la OEA.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 20 días del mes de marzo de 2012.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primera Vicepresidenta; Felipe González, Segundo Vicepresidente; Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil, Rosa María Ortiz, y Rose-Marie Belle Antoine, Miembros de la Comisión. 
� CIDH, Informe Nº 14/10, Petición 3576-02, Inadmisibilidad, Trabajadores Despedidos de Lanificio del Perú S.A., Perú, 16 de marzo de 2010, párr. 35; Informe Nº 135/09, Petición 291-05, Inadmisibilidad, Jaime Salinas Sedó, Perú, 12 de noviembre de 2009, párr. 37 e Informe Nº 42/09, Petición 443-03, Inadmisibilidad, David José Ríos Martínez, Perú, 27 de marzo de 2009, párr. 38.
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